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JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE MANIZALES 

Manizales, Caldas, uno (1) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 
SENTENCIA N°: 79 

PROCESO:  ACCIÓN DE TUTELA  

ACCIONANTE:  JHEIDERT SEBASTIÁN DELGADO ROMERO 

ACCIONADO:  DIRECCIÓN TERRITORIAL DE SALUD DE CALDAS 

RADICADO:  170014003002-2021-00240-00 

 

OBJETO DE LA DECISIÓN E INTERVINIENTES 

 

Se pronuncia el fallo que en derecho corresponda a la acción de tutela 

instaurada por GABRIEL SALAS TROYA en calidad de defensor del Pueblo y en 

favor del menor JHEIDERT SEBASTIÁN DELGADO ROMERO hijo de la ciudadana 

venezolana ASTRID NAZARETH DELGADO ROMERO, contra la DIRECCIÓN 

TERRITORIAL DE SALUD DE CALDAS, trámite al cual fueron vinculados 

MUNICIPIO DE ANSERMA – CALDAS, OFICINA SISBEN ANSERMA y HOSPITAL 

INFANTIL “RAFAEL HENAO TORO”. 

 

ANTECEDENTES 

 

PRETENSIONES 

“1. TUTELAR los derechos fundamentales a la vida en condiciones dignas, seguridad social y la 

salud de JHEIDERT SEBASTIAN DELGADO ROMERO. 

2. ORDENAR a la EPS que, dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de la sentencia y 

si aún no lo ha hecho, se garantice las “TERAPIAS RESPIRATORIAS POR CINCO SEMANAS” y 

“REHABILITACION PULMONAR”, para lo cual si es necesario, asumiendo los costos de 

transportes, alojamiento y alimentación para los servicios médicos fuera de su ciudad de 

residencia. 

3. ORDENAR la PROTECCION INTEGRAL de la menor de edad en relación con su diagnóstico 

“ENCEFALOTOPIA NECROSANTE AGUDA, ENCEFALOPATIA HIPOXICA (ISQUEMICA POST 

STATUS CONVULSIVO, NEUMONIA VIRAL – BACTERIANA, INMUNODEFICIENCIA EN 

ESTUDIO, SINDROME HIPERADREGENICO PAROXISTICO” cualquier derivado del diagnóstico 

principal. 

4. Advertir que en caso de incumplimiento pueden ser acreedores a sanciones legales, 

en vista de que se me están vulnerando derechos fundamentales.” 

 

Las basa en los siguientes, 

 

HECHOS 
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“PRIMERO: El menor JHEIDERT SEBASTIAN DELGADO ROMERO, de origen venezolano, se encuentran 

SIN afiliación en salud. 

SEGUNDO: El menor JHEIDERT SEBASTIAN DELGADO ROMERO, con 11 meses, se encuentra 

diagnosticado con “ENCEFALOTOPIA NECROSANTE AGUDA, ENCEFALOPATIA HIPOXICA (ISQUEMICA 

POST STATUS CONVULSIVO, NEUMONIA VIRAL – BACTERIANA, INMUNODEFICIENCIA EN ESTUDIO, 

SINDROME HIPERADREGENICO PAROXISTICO”, que le ha traído una serie de complicaciones graves para 

su salud neurológico en su motricidad y problemas de visión, y hoy mantiene problemas respiratorios. 

TERCERO: Para el manejo de sus diagnósticos se le ha ordenado entre varios, en especial para atender 

sus problemas respiratorios “TERAPIAS RESPIRATORIAS POR CINCO SEMANAS” y “REHABILITACION 

PULMONAR”, las cuales no han sido posible acceder fácilmente por la falta de afiliación, sumado a que sus 

padres en condición de migrantes NO tienen los recursos suficientes para poder sufragar los gastos de 

transporte y alojamiento, pues ella no trabaja y depende de su cónyuge, de quien afirma gana un 

promedio de un salario mínimo trabajando ahora en la ciudad de Bogotá. 

CUARTO: La madre del menor ASTRID NAZARETH DELGADO ROMERO, identificada con cédula 

venezolana número 26.369.786, afirma que viven con ingresos básicos y tan sólo le alcanzan para 

mantener su mínimo vital, recibiendo la atención básica, pero que exámenes y procedimientos de mayor 

complejidad se pueden ver frustrados. 

QUINTO: Por esta afectación la interesada a nombre su hijo menor ha solicitado a la Defensoría del Pueblo 

– Regional Caldas, una acción de tutela para solucionar el problema de su hija mejor, según consta en la 

petición con radicado AT-500500-2021-228880 RUP:2800886 

SEXTO: Según lo expresado por el afectado, hay negación material de prestaciones de servicios de salud, 

toda vez que no tiene los medios para acceder en otra ciudad, y con ello la vulneración del derecho 

fundamental de salud y la vida digna; y por tanto en condiciones de protección por vía de Tutela.” 

 

DERECHOS VULNERADOS 

 

Del texto de la tutela se infiere que la parte actora considera vulnerados sus 

derechos fundamentales a la salud, a la vida en condiciones dignas y justas y a la 

seguridad social. 

 

CONTESTACIÓN DE LA ACCIONADA Y LAS VINCULADAS 

 

LA SECRETARÍA DE SALUD Y EDUCACIÓN DE ANSERMA manifestó que: 
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HOSPITAL INFANTIL “RAFAEL HENAO TORO” se opuso a las pretensiones en su 

contra con fundamento en: 

 

 

 

Las demás personas notificadas guardaron silencio. 

 

LEGITIMACIÓN DE LAS PARTES: 

 

La parte actora está legitimada en la causa por activa para procurar mediante 

este procedimiento la defensa y protección de sus derechos constitucionales 

fundamentales. Por su parte la accionada está habilitada en la causa como 

encargada en la prestación de los servicios de salud. 

 

COMPETENCIA. 

 

Los presupuestos, capacidad para ser parte, competencia, petición en forma y 

capacidad procesal aparecen debidamente satisfechos, y como no se observa 

causal alguna de invalidación de todo o parte de lo actuado, el fallo que ha de 

producirse es de fondo.  La parte accionante y los representantes de la entidad 

accionada tienen capacidad para ser partes  (artículos 1°, 5°, 10 y 13 del Decreto 
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2591 de 1991); son personas jurídicas y por lo tanto sujetos de derechos y 

obligaciones, este sentenciador es competente para resolver la solicitud en 

primera instancia por mandato del artículo 37 ibídem en concordancia con el tercer 

inciso del numeral 1 del artículo 1° del Decreto 1382 de 2000; la petición satisfizo 

las exigencias de los artículos 14 y 37 del Decreto 2591 de 1991. 

 

CONSIDERACIONES 

 

En sentencia T-421 de 2017, la Corte Constitucional, enseñó lo siguiente: 

  

“Procedencia de la acción de tutela para amparar derechos de personas extranjeras1. 

 

La Constitución Política de 1991, en su artículo 862, consagra que “toda persona” tiene la posibilidad de 

solicitar la protección inmediata de sus derechos fundamentales amenazados o vulnerados, mediante el 

uso de la acción de tutela. Asimismo, el artículo 10 del Decreto Estatutario 2591 de 19913 establece que 

“cualquier persona” puede acudir al mecanismo de amparo constitucional cuando se enfrente a las 

mismas circunstancias. En ese sentido, no se diferencia entre la persona natural o jurídica, nacional o 

extranjera y, por tanto, legitima a todo titular de un derecho fundamental amenazado o lesionado, para 

solicitar el restablecimiento ante los jueces de la República. 

 

Como se indicó en sentencia T-1088 de 2012, el artículo 100 Superior otorga a los extranjeros “los 

mismos derechos civiles” que se conceden a los nacionales. Es claro que los extranjeros son titulares de 

este mecanismo de defensa, en armonía con lo dispuesto en el artículo 13 de la Carta, según el cual a 

nadie se le puede discriminar por razón de su “origen nacional”4. 

 

Lo anterior ha sido reconocido en las sentencias T-380 de 1998 y T-269 de 2008, en las cuales la Corte 

Constitucional afirmó que el artículo 86 de la Carta Política no diferencia si el accionante es nacional o 

extranjero. Igualmente, en la T-314 de 2016 se indicó “que el amparo constitucional no está sujeto al 

vínculo político que exista con el Estado Colombiano, sino que se deriva del hecho de ser persona, con 

independencia de las condiciones de nacionalidad, o ciudadanía”. 

 

Ahora bien, el artículo 86 Superior también consagra que cuando se encuentre amenazado un derecho 

fundamental, la acción de tutela procede como medio de defensa judicial para su protección inmediata, 

respecto de cualquier acción u omisión que provenga ya sea de una autoridad pública o de un particular5. 

No obstante, de manera previa el juez de tutela tiene la tarea de evaluar si es procedente el amparo. 

Así, en caso de no disponer de un medio de defensa idóneo la tutela será viable de manera definitiva, y 

en caso de que se busque prevenir un perjuicio irremediable la acción procederá como mecanismo 

transitorio6. 

 

Ese Tribunal ha considerado que la acción de tutela es procedente aún ante la presencia de un 

mecanismo ordinario de defensa, cuando:                      

“(i) Los medios ordinarios de defensa judicial no son suficientemente idóneos y eficaces para proteger 

los derechos presuntamente conculcados; (ii) aun cuando tales medios de defensa judicial sean idóneos, 

de no concederse la tutela como mecanismo transitorio de protección, se produciría un perjuicio 

                                                        
1 Se reseñan algunas consideraciones de las sentencias T-252 de 2017, T-314 de 2016 y T-1088 de 2012. 

2 “Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y 

sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando 

quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública”. 

3 “Legitimidad e interés. La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada 

en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos”. 
4 En este mismo sentido se pronunció la Corte Constitucional en Sentencia T-269 de 2008. 
5 Sentencia T-262 de 2012. 
6 Ibídem.  
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irremediable a los derechos fundamentales; y (iii) el accionante es un sujeto de especial protección 

constitucional (personas de la tercera edad, personas discapacitadas, mujeres cabeza de familia, 

población desplazada, niños y niñas), y por lo tanto su situación requiere de particular consideración por 

parte del juez de tutela”7 (Subrayado fuera del texto original). 

 

En el primero de estos eventos debe observarse, a la hora de evaluar los medios idóneos o eficaces, que 

el requisito de subsidiariedad está encaminado a restringir el uso de la acción de tutela como mecanismo 

principal, en la medida que el numeral 1º del artículo 6º del Decreto Estatutario 2591 de 1991 dispone 

la improcedencia cuando existan otros medios de defensa judicial, salvo que se advierta la falta de 

eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante. En desarrollo de la norma 

citada, esta Corporación decantó en la SU-377 de 2014 que la sola existencia de otro mecanismo judicial 

no constituye una razón suficiente para declarar la improcedencia, sino que el juez debe evaluar la 

posible eficacia de protección del instrumento ordinario en las circunstancias específicas del caso 

examinado8. 

 

En segundo lugar, conviene precisar que la configuración de un perjuicio irremediable debe ser analizada 

dependiendo de las circunstancias de cada caso concreto; de manera análoga a como ocurre cuando 

existen otros mecanismos judiciales de defensa. Se trata de una regla general que debe observarse de 

forma particular, por cuanto, no todo daño se convierte en irreparable. 

 

(…) 

En consecuencia, revisar aspectos relacionados con la legitimación y subsidiariedad resulta necesario 

para justificar la procedencia de la acción de tutela. Igualmente, al juez le corresponde determinar las 

calidades y situaciones particulares del sujeto accionante con el fin de esclarecer si cabe en favor de esta 

un tratamiento diferencial positivo. En razón de lo anterior, los próximos acápites irán dirigidos a analizar 

la importancia de los derechos a la nacionalidad y personalidad jurídica, así como las garantías 

particulares de las que gozan los extranjeros en Colombia, teniendo en cuenta que la presente decisión 

versa sobre un hijo de un extranjero que va a nacer en territorio Colombiano que actualmente ostenta 

la calidad de extranjero.” 

 

Protección del extranjero en Colombia. 
 

Los extranjeros presentes en un Estado pueden ser de diferentes tipos: migrantes o refugiados. De 

acuerdo con la ACNUR, los primeros son aquellos que “eligen trasladarse no a causa de una amenaza 

directa de persecución o muerte, sino principalmente para mejorar sus vidas al encontrar trabajo o 

educación, por reunificación familiar, o por otras razones. A diferencia de los refugiados, quienes no 

pueden volver a su país, los migrantes continúan recibiendo la protección de su gobierno”9. Los 

segundos son “personas que huyen de conflictos armados o persecución. Con frecuencia, su situación 

es tan peligrosa e intolerable que deben cruzar fronteras internacionales para buscar seguridad en los 

países cercanos y, entonces, convertirse en ‘refugiados’ reconocidos internacionalmente, con acceso a 

la asistencia de los Estados, el ACNUR y otras organizaciones. Son reconocidos como tal, precisamente 

porque es muy peligroso para ellos volver su país y necesitan asilo en algún otro lugar”10.  

 

                                                        
7 Sentencia T-282 de 2008. 
8 En la misma línea, la Sala Sexta de Revisión insistió en la sentencia T-417 de 2016, que “le corresponde al juez constitucional determinar si 
en el caso concreto la utilización del recurso de amparo, más allá de buscar la salvaguarda de derechos fundamentales vulnerados al interior 

de una actuación administrativa, pretende enmendar la falta de agotamiento de la vía gubernativa y con ello habilitar el estudio de la 
controversia en un escenario judicial. Evento en el cual, la acción de tutela se torna improcedente.// En lo ateniente a los mecanismos judiciales 

ordinarios, la jurisprudencia constitucional ha admitido que bajo algunas circunstancias no se erigen como un medio eficaz o idóneo para 
garantizar el goce del derecho fundamental invocado, cuando existe evidencia de un perjuicio irremediable o cuando la mora judicial de la 

jurisdicción implica un agravio desproporcionado para el solicitante”. En relación con el estudio que corresponde al juez constitucional, la 
Sentencia T-669 de 2013 expresa que “Para determinar la concurrencia de estas dos características, deben examinarse los planteamientos 

fácticos de cada caso, estudiando aspectos tales como si la utilización del medio o recurso de defensa judicial existente tiene por virtud ofrecer 
la misma protección que se lograría a través de la acción de tutela; el tiempo que tarda en resolverse la controversia en la jurisdicción ordinaria; 

el agotamiento de la posibilidad de ejercicio del derecho fundamental durante el trámite, la existencia de medios procesales a través de los 
cuales puedan exponerse los argumentos relacionados con la protección de los derechos fundamentales; las circunstancias que excusen o 

justifiquen que el interesado no haya promovido o no espere promover los mecanismos ordinarios que tiene a su alcance; la condición de 
sujeto de especial protección constitucional del peticionario, que exige una especial consideración de su situación, entre otras.” 

9 ¿‘Refugiado’ o ‘Migrante’? ACNUR insta a usar el término correcto. ACNUR, 27 de agosto de 

2015. 

10 Ibíd. 
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Estos últimos son el resultado de diferentes fenómenos asociados con violencia interna, y conflictos de 

distinta índole, y sobre ellos el ordenamiento jurídico contempla diversas categorías de expresiones que 

denotan la sustracción de una persona del lugar donde se desenvuelve habitualmente. Entre esa gama 

de términos se encuentran: el deportado, expulsado, desplazado y refugiado. Asimismo, ha sido 

reconocida la existencia de migrantes innominados que se catalogan como “refugiados de facto o de 

hecho”, en tanto que no se adecúan completamente al término refugiado o desplazado11.   

 

Sin perjuicio de estas categorías, todos los extranjeros gozan de ciertos derechos y prestaciones en 

condiciones de igualdad, bien sean migrantes o refugiados. Debe anotarse que ambos cuentan con 

garantías especiales, fijadas principalmente por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos.  

 

El artículo 2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos determina que “(t)oda persona tiene 

todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de raza, color, 

sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición 

económica, nacimiento o cualquier otra condición”. En forma más sucinta, el artículo 24 de la Convención 

Interamericana precisa que “todas las personas son iguales ante la ley.  En consecuencia, tienen 

derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley”.  

 

Es en el Convenio para la protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales de 

Europa donde se retoman la mayoría de expresiones de la Declaración Universal, este último indica en 

su artículo 14 que “(e)l goce de los derechos y libertades reconocidos en el presente Convenio ha de ser 

asegurado sin distinción alguna, especialmente por razones de sexo, raza, color, lengua, religión, 

opiniones políticas u otras, origen nacional o social, pertenencia a una minoría nacional, fortuna, 

nacimiento o cualquier otra situación”. Ahora bien, de forma similar a la Constitución Política de 

Colombia, el artículo 16 de esta convención fija que “ninguna de las disposiciones de los artículos 10, 11 

y 14 podrá ser interpretada en el sentido de que prohíbe a las Altas Partes Contratantes imponer 

restricciones a la actividad política de los extranjeros”. 

 

En Colombia los extranjeros gozan de una serie de derechos que se encuentran reconocidos en la 

Constitución, el Bloque de Constitucionalidad y algunas normas de orden legal. Este reconocimiento se 

debe, en parte, a que el artículo 13 de la Constitución Política los reconoce como iguales12 al determinar 

que “todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las 

autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación 

por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica” 

(Subrayado fuera del texto original). 

  

Ahora bien, la Corte Constitucional en Sentencia C- 913 de 2003 señaló que esto no es óbice para 

concluir que en todos los casos las garantías, derechos y beneficios que genera el Estado colombiano se 

tienen que dar en igualdad de condiciones a extranjeros y nacionales13, precisando que “(e)l derecho a 

la igualdad no presenta, en todos los casos, el mismo alcance para los extranjeros que para los 

nacionales14. En efecto, cuando el legislador establezca un trato diferente entre el extranjero y el 

nacional, será preciso examinar i) si el objeto regulado permite realizar tales distinciones15; ii) la clase 

de derecho que se encuentre comprometido16; iii) el carácter objetivo y razonable de la medida17; iv) la 

no afectación de derechos fundamentales; v) la no violación de normas internacionales18 y vi) las 

particularidades del caso concreto19.”  

 

Esta posibilidad de limitar los derechos de los extranjeros proviene de la Constitución misma, que en el 

artículo 100 instaura que “los extranjeros disfrutarán en Colombia de los mismos derechos civiles que 

                                                        

11 Sentencia T-459 de 2016. 

12 Sentencia T-215 de 1996.  

13 Ver también sentencias T-338 de 2015 y 321 de 2005. 
14 Sentencias C-395 de 2002, C-1259 y C-768 de 1998. 
15 Sentencia C-768 de 1998.  
16 Ibídem. 
17 Sentencia C-179 de 1994. 
18 Sentencia C-1024 de 2002. 
19 Sentencia C-768 de 1998. 



 

 
PROCESO:  ACCIÓN DE TUTELA  
ACCIONANTE:  Menor JHEIDER SEBASTIÁN DELGADO ROMERO 
ACCIONADO: DIRECCIÓN TERRITORIAL DE SALUD DE CALDAS  
RADICADO:  170014003002-2021-00240-00 

 

se conceden a los colombianos. No obstante, la ley podrá, por razones de orden público, subordinar a 

condiciones especiales o negar el ejercicio de determinados derechos civiles a los extranjeros. Así mismo, 

los extranjeros gozarán, en el territorio de la República, de las garantías concedidas a los nacionales, 

salvo las limitaciones que establezcan la Constitución o la ley. Los derechos políticos se reservan a los 

nacionales, pero la ley podrá conceder a los extranjeros residentes en Colombia el derecho al voto en 

las elecciones y consultas populares de carácter municipal o distrital”. 

 

Por su parte, la Corte Constitucional, en su jurisprudencia, ha armonizado los artículos 13 y 100 de la 

Constitución Política con el fin de precisar el alcance del derecho a la igualdad de los extranjeros. En la 

sentencia C-768 de 1998 este Tribunal determinó que “el artículo 13 consagra la obligación del Estado 

de tratar a todos en igualdad de condiciones. Obviamente, esta norma no significa que no se puedan 

formular diferenciaciones en el momento de regular los distintos ámbitos en los que se desarrolla la 

convivencia, sino que opera a la manera de un principio general de acción del Estado, que implica que 

siempre debe existir una justificación razonable para el establecimiento de tratos diferenciados”, 

justificaciones razonables que están ligadas a razones de orden público, como lo determina el artículo 

100 Superior.  

 

Ahora bien, esta Corporación también precisó en sentencia T-314 de 2016 que “el reconocimiento de 

derechos genera al mismo tiempo una responsabilidad a los extranjeros de cumplir la misma 

normatividad consagrada para todos los residentes en el territorio Colombiano, tal y como lo establece 

el artículo 4º Constitucional el cual dispone que [e]s deber de los nacionales y de los extranjeros en 

Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y obedecer a las autoridades”20. 

 

En la misma providencia la Corte reiteró las reglas jurisprudenciales en las que se fija que los extranjeros: 

(i) deben ser tratados en condiciones de igualdad respecto de los nacionales colombianos; (ii) tienen la 

obligación de cumplir la Constitución Política y las leyes que rigen para todos los residentes en Colombia; 

(iii) tienen derecho a recibir un mínimo de atención por parte del Estado en casos de urgencia con el fin 

de atender sus necesidades básicas, especialmente las relacionadas con asuntos de salud. 

 

Este último presupuesto puede verse reflejado en la normativa sobre afiliación de extranjeros al sistema 

de salud que se encuentra en diferentes normas de derecho interno y busca garantizar un mínimo de 

atención. En ese sentido, la Ley 1438 de 2011 en el artículo 32 determina que:  

 

“Universalización del aseguramiento. Todos los residentes en el país deberán ser afiliados del Sistema 

General de Seguridad Social en Salud. El Gobierno Nacional desarrollará mecanismos para garantizar la 

afiliación. || Cuando una persona requiera atención en salud y no esté afiliado, se procederá de la 

siguiente forma: 

32.1 Si tiene capacidad de pago cancelará el servicio y se le establecerá contacto con la Entidad 

Promotora de Salud del régimen contributivo de su preferencia. 

32.2 Si la persona manifiesta no tener capacidad de pago, esta será atendida obligatoriamente. La 

afiliación inicial se hará a la Entidad Promotora de Salud del Régimen Subsidiado mediante el mecanismo 

simplificado que se desarrolle para tal fin. Realizada la afiliación, la Entidad Promotora de Salud, verificará 

en un plazo no mayor a ocho (8) días hábiles si la persona es elegible para el subsidio en salud. De no 

serlo, se cancelará la afiliación y la Entidad Promotora de Salud procederá a realizar el cobro de los 

servicios prestados. Se podrá reactivar la afiliación al Régimen Subsidiado cuando se acredite las 

condiciones que dan derecho al subsidio. En todo caso el pago de los servicios de salud prestados será 

cancelado por la Entidad Promotora de Salud si efectivamente se afilió a ella; si no se afilió se pagarán 

con recursos de oferta a la institución prestadora de los servicios de salud, de conformidad con la 

normatividad general vigente para el pago de los servicios de salud. || Si no tuviera documento de 

identidad, se tomará el registro dactilar y los datos de identificación, siguiendo el procedimiento 

establecido por el Ministerio de la Protección Social en coordinación con la Registraduría Nacional del 

Estado Civil para el trámite de la afiliación. 

32.3 Los casos no establecidos en el presente artículo para lograr la universalización del aseguramiento 

serán reglamentados por el Ministerio de la Protección Social en un término no mayor a un (1) año. 

                                                        

20 Ver también sentencias T-338 de 2015 y 321 de 2005.  



 

 
PROCESO:  ACCIÓN DE TUTELA  
ACCIONANTE:  Menor JHEIDER SEBASTIÁN DELGADO ROMERO 
ACCIONADO: DIRECCIÓN TERRITORIAL DE SALUD DE CALDAS  
RADICADO:  170014003002-2021-00240-00 

 

Parágrafo 1°. A quienes ingresen al país, no sean residentes y no estén asegurados, se los incentivará 

a adquirir un seguro médico o Plan Voluntario de Salud para su atención en el país de ser necesario. 

Parágrafo 2°. Quienes disfruten de los regímenes especiales y de excepción permanecerán en ellos; las 

entidades administradoras de estos regímenes deberán entregar información periódica que solicite el 

Ministerio de la Protección Social” (Subrayado fuera de texto original). 

 

 

De acuerdo con la mencionada disposición todos los residentes, sin discriminar entre nacionales y 

extranjeros, deben estar afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud, sin perjuicio de que 

cuenten o no con recursos económicos necesario. En consecuencia, el artículo precisa cómo se debe 

actuar frente a una persona que, ostentando la categoría de no afiliado, manifieste no contar con la 

capacidad de pago para acceder al servicio, e instituye que, en todo caso, la persona debe ser 

obligatoriamente atendida. Del mismo modo, fija el procedimiento a seguir frente a un residente 

indocumentado e insta a las autoridades a que incentiven a los extranjeros a adquirir seguros médicos 

o planes de salud. 

 

En igual sentido, los artículos 2.1.3.221 y 2.1.3.422 del Decreto 780 de 2016 establecen que la afiliación 

se realiza por una sola vez y con ella se adquieren todos los derechos y obligaciones derivados del 

Sistema General de Seguridad Social en Salud. También, se determina que la afiliación al sistema es 

obligatoria para todos los residentes en el país, y en el numeral 5 del artículo 2.1.3.523 precisa que 

algunos de los documentos que pueden presentarse con el fin de obtener la afiliación son la “cédula de 

extranjería, el pasaporte, carné diplomático o salvoconducto de permanencia, según corresponda, para 

los extranjeros”.  

 

En reciente sentencia T-025 de 2019, respecto de la situación de salud de extranjeros 

en el territorio nacional: 

 

“Es importante resaltar que en desarrollo del mandato superior el Estado se obliga a proteger 

especialmente a las personas que, por diversas causas, se hallan en una condición de debilidad 

manifiesta. Ante ello, la jurisprudencia constitucional ha admitido, analizando las particularidades de 

cada caso, la intervención del juez de tutela cuando el peticionario es un sujeto de especial protección 

que se encuentra en situación de extrema vulnerabilidad. Para la efectividad del principio a la 

igualdad, se impone el reconocimiento de circunstancias particulares, luego no es prudente, acertado 

ni proporcionado trasladarle a un sujeto de especial protección como puede ser un paciente de una 

enfermedad catastrófica, la carga de agostar un proceso en iguales condiciones que el resto de la 

población. Así las cosas, ante tales circunstancias especiales los medios ordinarios se tornarían 

ineficaces para la protección de los derechos. 

 

  

ii) Reglas para el acceso a servicios de salud de los extranjeros en Colombia 

                                                        
21 “Obligatoriedad de la afiliación. La afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud es obligatoria para todos los 
residentes en Colombia, salvo para aquellas personas que cumplan los requisitos para pertenecer a uno de los regímenes 
exceptuados o especiales establecidos legalmente”. 
22 Acceso a los servicios de salud. El afiliado podrá acceder a todos los servicios de salud del plan de beneficios desde la fecha 
de su afiliación o de la efectividad del traslado de EPS o de movilidad. Las novedades sobre la condición del afiliado en ningún 
caso podrán afectar la continuidad de la prestación de los servicios de salud. || Los prestadores podrán consultar el Sistema de 
Afiliación Transaccional con el fin de verificar la información correspondiente a la afiliación de la persona”. 
23 “Documentos de identificación para efectuar la afiliación y reportar las novedades. Para efectuar la afiliación y reportar las 
novedades, los afiliados se identificarán con uno de los siguientes documentos: 
1. Registro Civil de Nacimiento o en su defecto, el certificado de nacido vivo para menores de 3 meses. 
2. Registro Civil de Nacimiento para los mayores de 3 meses y menores de siete (7) años de edad. 
3. Tarjeta de identidad para los mayores de siete (7) años y menores de dieciocho (18) años de edad. 
4. Cédula de ciudadanía para los mayores de edad. 
5. Cédula de extranjería, pasaporte, carné diplomático o salvoconducto de permanencia, según corresponda, para los extranjeros. 
6. Pasaporte de la Organización de las Naciones Unidas para quienes tengan la calidad de refugiados o asilados. 
Los afiliados están obligados a actualizar el documento de identificación cuando se expida un nuevo tipo de documento; sin 
embargo, la demora en la actualización del nuevo documento no dará lugar a la suspensión de la afiliación y por tanto habrá 
reconocimiento de UPC. Las EPS adoptarán campañas para garantizar que sus afiliados conozcan esta obligación y mantengan 
su información actualizada”. 
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De acuerdo con el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, ACNUR, los 

refugiados “son personas que huyen de conflictos armados o persecución.” Los migrantes, por el 

contrario, “eligen trasladarse no a causa de una amenaza directa de persecución o muerte, sino 

principalmente para mejorar sus vidas al encontrar trabajo o por educación, reunificación familiar, o 

por otras razones.” 

 

Los migrantes pueden volver a sus países en cualquier momento pues no ha habido razones, 

diferentes a su voluntad, para salir de ellos, y, por lo tanto, continúan gozando de la protección de 

sus gobiernos. En cambio, la situación de los refugiados se torna tan difícil que deben cruzar las 

fronteras para buscar seguridad en países cercanos, y regresar a sus lugares de origen puede ser 

tan peligroso, que les urge buscar asilo en aquéllos. Negarles tal asilo, según ACNUR, “puede traerles 

consecuencias mortales”. 

 

En razón de lo anterior, los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Colombia 

han previsto la garantía de derechos que debe extenderse a los extranjeros, refugiados o migrantes, 

como lo establece el artículo 1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos de la cual el 

Estado colombiano es parte: “Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar 

los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona 

que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, 

religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 

nacimiento o cualquier otra condición social”, por cuya razón, esta Corporación ha reiterado en 

múltiples ocasiones la necesidad de proteger a esta población especial. 

 

 

Ahora, la Constitución Política de Colombia en su artículo 13 consagra que “todas las personas nacen 

libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los 

mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, 

origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica”. 

 

  

Cada Estado protege especialmente a sus nacionales, por virtud del artículo 13 constitucional. Las 

garantías, derechos y beneficios otorgados a los colombianos se extienden a los extranjeros. No 

obstante aquel no hace distinción para su reconocimiento, ello no significa que no pueda existir, 

siempre y cuando sea justificada. 

 

  

Tal diferenciación fue resaltada por esta Corporación en Sentencia C- 913 de 2003, cuando señaló: 

“En efecto, cuando el legislador establezca un trato diferente entre el extranjero y el nacional, será 

preciso examinar i) si el objeto regulado permite realizar tales distinciones; ii) la clase de derecho 

que se encuentre comprometido; iii) el carácter objetivo y razonable de la medida; iv) la no 

afectación de derechos fundamentales; v) la no violación de normas internacionales y vi) las 

particularidades del caso concreto.” 

 

  

El reconocimiento de derechos a los extranjeros fue previsto por el artículo 100 constitucional, en el 

cual se consagró que “los extranjeros disfrutarán en Colombia de los mismos derechos civiles que se 

conceden a los colombianos. No obstante, la ley podrá, por razones de orden público, subordinar a 

condiciones especiales o negar el ejercicio de determinados derechos civiles a los extranjeros. Así 

mismo, los extranjeros gozarán, en el territorio de la República, de las garantías concedidas a los 

nacionales, salvo las limitaciones que establezcan la Constitución o la ley. Los derechos políticos se 

reservan a los nacionales, pero la ley podrá conceder a los extranjeros residentes en Colombia el 

derecho al voto en las elecciones y consultas populares de carácter municipal o distrital”. 

 

  

(…) 
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Y en cuanto al punto de atención en salud el artículo 32 de la Ley 1438 de 2011 “Por medio de la 

cual se reforma el Sistema General de Seguridad Social en Salud y se dictan otras disposiciones”, 

dispone que “Todos los residentes en el país deberán ser afiliados del Sistema General de Seguridad 

Social en Salud”, con lo cual se prevé una garantía para que la igualdad se haga efectiva. En tal 

disposición se consagra el procedimiento para la prestación del servicio, en los regímenes contributivo 

o subsidiado, sin que la capacidad de pago o la condición de nacional o extranjero, sean factores 

determinantes para dejar de reconocer el derecho fundamental a la salud, pues el Estado colombiano 

obliga a su prestación y promueve la universalidad del aseguramiento. Así se dispuso en el artículo 

2 de la misma Ley, que concordante con los artículos 48 y 49 de la Constitución Política de Colombia 

hace referencia a “la seguridad social en salud como servicio público obligatorio a cargo del Estado 

sujeto a los principios de eficiencia, solidaridad y universalidad”. 

 

  

Ahora, el parágrafo 1 del artículo 32 de la Ley 1438 de 2011 también prevé el caso de extranjeros 

no residentes, para hacer extensivo el beneficio de la prestación del servicio de salud fuera del 

Sistema: “A quienes ingresen al país, no sean residentes y no estén asegurados, se los incentivará 

a adquirir un seguro médico o Plan Voluntario de Salud para su atención en el país de ser necesario”. 

 

  

Lo anterior no garantizaría el acceso al servicio ni el derecho a la salud de aquellas personas que no 

se encuentran vinculadas al Sistema y que por una u otra razón no tienen los medios económicos 

suficientes para hacerlo, por lo tanto, podría incurrirse en discriminaciones. En consecuencia, esta 

Corporación ha sido enfática al manifestar que “(i) los extranjeros no residentes tienen el derecho a 

recibir atención de urgencias como contenido mínimo de su derecho a la salud sin que les sea exigido 

documento alguno o pago previo, siempre y cuando no cuenten con pólizas de seguros ni los medios 

económicos -propios o de sus familias- para asumir los costos directamente; (ii) las entidades 

privadas o públicas del sector salud no pueden abstenerse de prestar los servicios de salud mínimos 

de atención de urgencias a extranjeros que no estén afiliados en el sistema de seguridad social en 

salud o que estén indocumentados en el territorio colombiano; y (iii) las entidades territoriales de 

salud donde fue prestado el servicio al extranjero no residente, bajo el supuesto que no puede pagar 

directamente los servicios ni cuenta con un seguro médico que los cubra, deben asumir los costos 

de los servicios médicos de atención de urgencias. Lo anterior, sin perjuicio de que el extranjero no 

residente legalice su estadía en Colombia y cumpla con los requisitos establecidos para afiliarse al 

sistema de seguridad social en salud, así como también sea incentivado e informado para la 

adquisición de un seguro médico o un plan voluntario de salud.” 

 

  

Entonces, a pesar de la no vinculación al Sistema de Salud Colombiano, cualquier persona tiene 

derecho a un mínimo de atención en salud, que hace referencia al servicio de urgencias, el cual debe 

prestarse a los extranjeros no residentes, sin importar su situación de irregularidad, con lo cual se 

pretende preservar la vida y los derechos fundamentales, así como continuar reconociendo la 

dignidad humana como valor y principio que la Constitución, normas y jurisprudencia han querido 

garantizar como fin del Estado Social de Derecho. 

 

  

Lo anterior fue tratado igualmente por esta Corte mediante sentencia T-210 de 2018, en la cual 

expresó que “el Gobierno colombiano tiene la obligación de adoptar medidas eficaces para garantizar 

el más alto nivel posible de salud física y mental de todos los migrantes, sin importar su situación de 

irregularidad”, por cuanto se hace evidente, dada la crisis humanitaria derivada de la masiva 

migración de ciudadanos al país, la situación de vulnerabilidad, exclusión y desventaja en la que se 

encuentran. 

 

Así las cosas, es necesario precisar las reglas por las cuales el servicio de salud a los extranjeros no 

residentes no puede negarse, por cuanto se hace necesario atender sus necesidades básicas y hacer 

prevalecer su vida, lo cual comporta el derecho a recibir por lo menos un mínimo de servicios de 

atención de urgencias cuando: i) no haya un medio alternativo, ii) la persona no cuente con recursos 

para costearlo y iii) se trate de un caso grave y excepcional. 
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Ello no exime a los extranjeros de la obligación que tienen de adquirir un seguro médico o un plan 

voluntario de salud, tal y como se encuentra previsto en el parágrafo 1º del artículo 32 de la Ley 

1438 de 2011, una vez sea conjurada la situación de urgencia y, además, cumplir con los requisitos 

para la afiliación al Sistema, a fin de obtener un servicio integral y previo a ello aclarar el estatus 

migratorio. Tales requisitos se encuentran establecidos en el Decreto 780 de 2016 emitido por el 

Ministerio de Salud y Protección Social. 

 

  

Así las cosas, garantizar, como mínimo, la atención de urgencias a los migrantes en situación de 

irregularidad tiene una finalidad objetiva y razonable, la cual es asegurar que todas las personas, 

incluyendo a los extranjeros, reciban una atención mínima del Estado en casos de extrema necesidad 

y urgencia; una atención que permita que sus necesidades primarias sean cubiertas y sea respetada 

su dignidad humana. 

 

  

iii) Concepto de urgencia y competencia de entidades para la prestación del servicio 

 

  

Según la Organización Mundial de la Salud – OMS – Urgencia es "la aparición fortuita (imprevista o 

inesperada) en cualquier lugar o actividad, de un problema de salud de causa diversa y gravedad 

variable, que genera la conciencia de una necesidad inminente de atención por parte del sujeto que 

lo sufre o de su familia" (subrayas fuera de texto original). 

 

  

 

Ahora, el Decreto 780 de 2016, “Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del 

Sector Salud y Protección Social”, en su artículo 2.5.3.2.3 trae algunas definiciones, y entre ellas, 

define Urgencia (numeral 1 del artículo 3 del Decreto 412 de 1992) como “la alteración de la 

integridad física y/o mental de una persona, causada por un trauma o por una enfermedad de 

cualquier etiología que genere una demanda de atención médica inmediata y efectiva tendiente a 

disminuir los riesgos de invalidez y muerte.”  

  

 

De igual manera, de acuerdo con el numeral 5 del artículo 8 de la Resolución 6408  de 2016 del 

Ministerio de Salud y Protección Social (que modificó la Resolución 5592 de 2015), la atención de 

urgencias consiste en la “modalidad de prestación de servicios de salud, que busca preservar la vida 

y prevenir las consecuencias críticas, permanentes o futuras, mediante el uso de tecnologías en salud 

para la atención de usuarios que presenten alteración de la integridad física, funcional o mental, por 

cualquier causa y con cualquier grado de severidad que comprometan su vida o funcionalidad”. 

 

  

Ahora bien, el servicio de urgencia, como servicio asistencial, al tenor de lo dispuesto en el artículo 

168 de la Ley 100 de 1993 “Por la cual se crea el sistema de seguridad social integral y se dictan 

otras disposiciones”, “debe ser prestada en forma obligatoria por todas las entidades públicas y 

privadas que presten servicios de salud, a todas las personas, independientemente de la capacidad 

de pago. Su prestación no requiere contrato ni orden previa”. 

  

Lo anterior significa que ninguna entidad prestadora de los servicios de salud puede abstenerse de 

prestar los servicios de urgencia en su fase inicial porque, con el fin de garantizar el derecho 

fundamental a la salud, es imperativo conjurar las causas de la alteración del bienestar que cualquier 

persona puede llegar a tener y “estabilizarla en sus signos vitales”, para así disminuir el peligro de 

muerte al cual se puede ver abocada y se mantenga la vida en condiciones dignas. 

 

A las Secretarías de Salud Territoriales, en acatamiento del artículo 31 de la Ley 1122 de 2007 “Por 

la cual se hacen algunas modificaciones en el Sistema General de Seguridad Social en Salud y se 

dictan otras disposiciones”, no les es dable prestar servicios asistenciales, entre los que se encuentra 
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el de urgencias, directamente, pero sí se les impone hacer el trámite para que a través de la red para 

la prestación de los servicios de salud a su cargo tal servicio de urgencia inicial requerido sea prestado 

como el mínimo de atención al que tiene derecho cualquier persona, sin discriminación de ninguna 

índole y sin el lleno de ningún requisito previo. Su omisión puede hacer incurrir a las entidades 

prestadoras de salud en conducta vulneradora de derechos y merecedoras de las sanciones que las 

normas dispongan por dicha causa. 

 

  

En el caso de la atención de salud para la población no cobijada por el Sistema de Seguridad Social 

en Salud, que incluye a la población migrante así su situación no se haya regularizado, se ha dicho 

que “en algunos casos excepcionales, la ‘atención de urgencias’ puede llegar a incluir el tratamiento 

de enfermedades catastróficas como el cáncer, cuando los mismos sean solicitados por el médico 

tratante como urgentes y, por lo tanto, sean indispensables y no puedan ser retrasados 

razonablemente sin poner en riesgo la vida”. Subrayas y negrillas fuera de texto original. 

 

  

Ahora, en Sentencia T-705 de 2017 esta Corporación advirtió que:  

“si bien los departamentos son los llamados a asumir los costos de los servicios de atención de 

urgencia que sean requeridos, en virtud del principio de subsidiariedad y de la subcuenta existente 

para atender algunas urgencias prestadas en el territorio colombiano a los nacionales de países 

fronterizos, la Nación deberá apoyar a las entidades territoriales cuando ello sea requerido para 

asumir los costos de los servicios de atención de urgencias prestados a extranjeros no residentes”.  

 

 (..)  

 

Lo anterior por cuanto han de respetarse las competencias, de acuerdo con cada profesión, como 

así se refirió esta Corporación, en forma especial en temas de salud: “Se ha establecido de manera 

reiterada por parte de este Tribunal Constitucional, que los jueces de tutela no son competentes para 

ordenar tratamientos médicos y/o medicamentos no prescritos por el médico tratante al paciente. 

Por lo cual no es llamado a decidir sobre la idoneidad de los mismos. Se ha afirmado pues, que “[l]a 

actuación del Juez Constitucional no está dirigida a sustituir los criterios y conocimientos del médico 

sino a impedir la violación de los derechos fundamentales del paciente, luego el juez no puede valorar 

un tratamiento.” Por ello, la condición esencial “…para que el juez constitucional ordene que se 

suministre un determinado procedimiento médico (…) [es] que éste haya sido ordenado por el 

médico tratante.” 

 

  

La misma sentencia destacó, tratándose de menores de edad de nacionalidad 

extranjera que: 

 

“3. El derecho fundamental a la salud de los niños en el ordenamiento constitucional colombiano 

 

  

3.1. El artículo 44 de la Constitución consagró que los derechos de los niños tales como la vida, la 

integridad física, la salud, la seguridad social y la educación, entre muchos otros, son fundamentales. 

En ese sentido, es obligatorio para el Estado, la sociedad y la familia ejercer la protección de los niños, 

niñas y adolescentes, con miras a garantizar su desarrollo integral y armónico, así como la plena 

materialización de sus derechos. 

 

  

El carácter fundamental que revisten los mencionados derechos, se deriva, además, del mandato 

expreso de la Carta, de los distintos instrumentos de derecho internacional reconocidos por Colombia 

y ratificados por el Congreso de la República, en virtud de los cuales los niños merecen un mayor 

amparo por parte del Estado, al ser considerados sujetos de especial protección constitucional. Bajo 

ese entendido, la Constitución consagra, a su vez, que los derechos de los niños prevalecen sobre 

los demás y, en esa medida, cuentan con una protección inmediata por parte del juez constitucional. 
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3.2. Por otro lado, el artículo 47 superior dispone que quienes padecen una disminución física, 

sensorial o psíquica deben ser beneficiarios de la atención especializada que requieran, en desarrollo 

de las políticas de previsión, rehabilitación e integración social que deben ser adelantadas por el 

Estado. 

 

  

Así, se logra determinar que la protección especial que merecen los niños debe ser reforzada cuando 

se trata de menores de edad que presentan algún tipo de discapacidad física o mental, en razón de 

que se ven expuestos a una mayor condición de vulnerabilidad, motivo por el cual deben recibir un 

amparo prioritario, pronto y eficaz. Al respecto, esta Corporación ha señalado que: 

 

  

“La protección constitucional a los menores se ve reforzada de manera especial cuando éstos sufren 

de alguna clase de discapacidad, puesto que en tal evento quedan amparados también por el 

mandato constitucional de proteger especialmente a aquellas personas que por su condición 

económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta” (C.P. Art. 13). 

 

  

3.3. Bajo este entendido, el Estado está en la obligación de prestar los servicios de salud, 

libre de discriminación y de obstáculos de cualquier índole, a los niños que sufren algún 

tipo de discapacidad física o mental y de garantizar que se les brindará un tratamiento 

integral, adecuado y especializado conforme a la enfermedad padecida, resaltando que 

la protección financiera del sistema pasa a un segundo plano, pues lo que debe primar 

son las garantías fundamentales de los niños, niñas y adolescentes. 

 

  

De esta manera lo ha señalado la jurisprudencia constitucional haciendo referencia al principio de 

integralidad en materia de salud, el cual ha sido estudiado desde el concepto mismo de salud y sus 

dimensiones; y bajo otra perspectiva relacionada con todas aquellas prestaciones que requiere la 

persona para mejorar su estado de salud y sus condiciones de vida. 

 

   

3.4. Este segundo aspecto del principio de integralidad, resulta prevalente para este Tribunal, en la 

medida en que establece la obligación por parte del Estado de brindar un servicio de salud eficiente 

que incluya tanto aspectos médicos como educativos, comprendiendo todos aquellos medicamentos, 

exámenes, procedimientos, intervenciones y terapias, entre otros, con miras a la recuperación e 

integración social del paciente, sin que medie obstáculo alguno. Al respecto la Corte ha indicado que: 

 

  

“Es precisamente esta segunda perspectiva del principio de integralidad, la que ha sido considerada 

de gran importancia para esta Corporación, toda vez que constituye una obligación para el Estado y 

para las entidades encargadas de brindar el servicio de salud pues, el mismo debe ser prestado 

eficientemente y con la autorización total de los tratamientos, medicamentos, intervenciones, 

procedimientos, exámenes, controles, seguimientos y demás que el paciente requiera con ocasión 

del cuidado de su enfermedad y que sean considerados como necesarios por el médico tratante”. 

 

  

Resulta claro para esta Corporación que, cuando se trata de menores de edad, su protección no solo 

debe ser preferente a la de las demás personas, sino que, a su vez, deben recibir un tratamiento 

integral, el cual incluye todo aquello que sea necesario para la recuperación, rehabilitación e 

integración social del infante así como aquellos servicios que le permitan desarrollar su vida en 

condiciones dignas.” 
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Respecto del hecho superado, manifestó la Corte Constitucional en Sentencia T-

200 de 2013 lo siguiente: 

 

“Carencia actual de objeto. 

El fenómeno de la carencia actual de objeto tiene como característica esencial que la orden del/de la 

juez/a de tutela relativa a lo solicitado en la demanda de amparo no surtiría ningún efecto, esto es, 

caería en el vacío. Lo anterior se presenta, generalmente, a partir de dos eventos: el hecho superado 

o el daño consumado. 

 

“Por un lado, la carencia actual de objeto por hecho superado se da cuando entre el momento de la 

interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión 

contenida en la demanda de amparo -verbi gratia se ordena la práctica de la cirugía cuya realización 

se negaba o se reintegra a la persona despedida sin justa causa-, razón por la cual cualquier orden 

judicial en tal sentido se torna innecesaria. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante 

la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. 

 

“En estos casos, se debe demostrar que en realidad se ha satisfecho por completo lo que se pretendía 

mediante la acción de tutela, esto es, que se demuestre el hecho superado, lo que autoriza a declarar 

en la parte resolutiva de la sentencia la carencia actual de objeto y a prescindir de orden alguna, con 

independencia de aquellas que se dirijan a prevenir al demandado sobre la inconstitucionalidad de su 

conducta y a advertirle de las sanciones a las que se hará acreedor en caso de que la misma se repita, 

al tenor del artículo 24 del Decreto 2591 de 1991.  

 

“Por otro lado, la carencia actual de objeto por daño consumado se presenta cuando la vulneración o 

amenaza del derecho fundamental ha producido el perjuicio que se pretendía evitar con la acción de 

tutela, de modo tal que ya no es posible hacer cesar la violación o impedir que se concrete el peligro y 

lo único que procede es el resarcimiento del daño originado en la vulneración del derecho 

fundamental.   

 

“Recuérdese que la acción de tutela tiene un carácter eminentemente preventivo más no 

indemnizatorio, por regla general. En otras palabras, su fin es que el/la juez/a de tutela, previa 

verificación de la existencia de una vulneración o amenaza de un derecho fundamental, dé una orden 

para que el peligro no se concrete o la violación concluya; sólo excepcionalmente se permite ordenar 

algún tipo de indemnización. En este orden de ideas, en caso de que presente un daño consumado, 

cualquier orden judicial resultaría inocua o, lo que es lo mismo, caería en el vacío pues no se puede 

impedir que se siga presentando la violación o que acaezca la amenaza. La única opción posible es 

entonces la indemnización del perjuicio producido por causa de la violación del derecho fundamental, 

la cual, en principio, no es posible obtener mediante la mencionada vía procesal (…)”. 

 

CASO EN CONCRETO 

 

En el sub lite se advierte, que JHEIDERT SEBASTIÁN DELGADO ROMERO de un 

año de edad, se encuentra en Colombia con su madre, ambos de nacionalidad 

venezolana, el menor en la actualidad y de acuerdo con su historia clínica estuvo 

hospitalizado en unidad de cuidado intensivo de HOSPITAL INFANTIL “RAFAEL 

HENAO TORO” de Manizales, está diagnosticado con ENCEFALOTOPIA 

NECROSANTE AGUDA, ENCEFALOPATIA HIPOXICA (ISQUEMICA POST STATUS 

CONVULSIVO, NEUMONIA VIRAL – BACTERIANA, INMUNODEFICIENCIA EN 

ESTUDIO, SINDROME HIPERADREGENICO PAROXISTICO, para la cual luego de 
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haber sido dado de alta le fueron ordenados los servicios: “TERAPIAS 

RESPIRATORIAS POR CINCO SEMANAS” y “REHABILITACION PULMONAR”: 

 

 

En virtud de los principios de eficiencia, celeridad e informalidad de la acción de 

tutela, con el fin de ampliar la información, se procedió a tomar declaración vía 

telefónica a ASTRID NAZARETH DELGADO ROMERO madre del accionante, el 

01/06/2021, bajo la gravedad del juramento contestó: 

 

“PREGUNTADO: ¿A qué se dedica? 

CONTESTÓ: Ama de casa, solo me dedico a cuidar al niño 

PREGUNTADO: ¿Con quién vive y dónde? 

CONTESTÓ: Vivo con el niño, en una habitación en la Vereda Carmelo Bajo de 

Anserma 

PREGUNTADO: ¿Dónde está el papá del menor? 

CONTESTÓ: El papa del niño es ecuatoriano y no quiso responde por el 

PREGUNTADO: ¿De qué dependen los ingresos para su sostenimiento? 

CONTESTÓ: De lo que le envía mi pareja quincenal, él se fue a trabajar a Bogotá, 

como ayudante de construcción. 

PREGUNTADO: ¿Hace cuánto llegaron a Colombia? 

CONTESTÓ: Hace 3 ó 4 meses. 

PREGUNTADO: ¿Qué edad tiene su hijo? 

CONTESTÓ: El niño cumplió un año el 24 de abril. 

El niño estaba bien cuando llegamos a Colombia, luego comenzó con 

convulsiones y de ahí ha estado en malas condiciones, de Anserma lo mandaron 

a Manizales y estuvo en UCI. Él nació bien, pero de repente el niño se enfermó, 

llora mucho, yo le hago las terapias que me dijeron en el Hospital cuando estuvo 

hospitalizado, pero necesita los controles y los tratamientos. 

PREGUNTADO: ¿Usted tendría cómo asumir los gastos de los servicios que 

requiere su hijo? 
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CONTESTÓ: De verdad no tendría con qué pagar los servicios de salud que 

requiere el niño. 

PREGUNTADO: ¿Ha solicitado la encuesta del sisben y los permisos para estar en 

Colombia? 

CONTESTÓ: Estoy tramitando el permiso de permanencia para acceder a la 

encuesta del sisben, pero el sistema de migración falla.” 

 

El despacho recibió junto con la contestación de la tutela, en archivo adjunto las 

autorizaciones de servicios de salud para el menor JHEIDERT SEBASTIÁN 

DELGADO ROMERO, las cuales fueron reenviadas al correo de la madre, quien 

en la fecha de la declaración manifestó no haber podido comunicarse con la IPS 

HOSPITAL INFANTIL DE MANIZALES para programar las atenciones, por lo que 

el despacho se comunicó con la entidad, logrando la programación así: 

 

VIERNES 04/06/2021 11:30 AM FISIOTERAPIA 

VIERNES 04/06/2021 2:00 PM FONOAUDIOLOGÍA 

MARTES 08/06/2021 1:50 PM INFECTOLOGÍA 

JUEVES 01/07/2021 10:20 AM ALERGOLOGÍA 

JUEVES 01/07/2021 11:30 AM NEUROLOGÍA 

 

Información que fue recibida y aceptada por la usuaria, a quién la funcionaria 

del HOSPITAL le manifestó además que con ayuda de la trabajadora social de 

la IPS se le asignaría albergue con el fin de hospedarse el fin de semana del 4 

al 8 de junio en atención a las citas programadas para esas fechas, así mismo 

acepto la señora DELGADO ROMERO. 

 

Así las cosas, se dispondrá declarar como hecho superado la solicitud de 

autorización de servicios de salud, por lo indicado en precedencia. E igualmente 

se advierte, que no hay lugar a conceder el tratamiento integral, en razón a que 

se observa que le están prestando los servicios médicos que requiere el menor. 

Además, la Corte Constitucional  (T-081 de 2019) ha señalado que tal principio 

no puede entenderse solo de manera abstracta y que por ello, para que un juez 

de tutela ordene el tratamiento integral a un paciente, debe verificarse (i) que 

la EPS haya actuado con negligencia en la prestación del servicio como ocurre, 

por ejemplo, cuando demora de manera injustificada el suministro de 

medicamentos, la programación de procedimientos quirúrgicos o la realización 

de tratamientos dirigidos a obtener su rehabilitación, poniendo así en riesgo la 

salud de la persona, prolongando su sufrimiento físico o emocional, y generando 

complicaciones, daños permanentes e incluso su muerte; y (ii) que existan las 

órdenes correspondientes, emitidas por el médico, especificando los servicios 
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que necesita el paciente. La claridad que sobre el tratamiento debe existir es 

imprescindible porque el juez de tutela está impedido para decretar mandatos 

futuros e inciertos y al mismo le está vedado presumir la mala fe de la entidad 

promotora de salud en el cumplimiento de sus deberes. De ahí que se reitera, 

que al accionante se le han prestado los servicios de salud, además, la madre 

del accionante deberá realizar las gestiones de legalización para que este 

afiliada a una EPS que le seguirá prestando los servicios que requiera. 

 

     DECISIÓN 

 

Por lo expuesto, el Juzgado Segundo Civil Municipal de Manizales, Caldas, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de 

la Ley, 

 

FALLA 

 

PRIMERO: DECLARAR como hecho superado la solicitud de autorización de los 

servicios FISIOTERAPIA, FONOAUDIOLOGÍA, INFECTOLOGÍA, ALERGOLOGÍA y 

NEUROLOGÍA que fueron autorizados y programados durante el trámite de la 

presente acción de tutela al menor JHEIDERT SEBASTIÁN DELGADO ROMERO. 

 

SEGUNDO: EXHORTAR a la señora ASTRID NAZARETH DELGADO ROMERO, 

madre del menor JHEIDERT SEBASTIÁN DELGADO ROMERO para que proceda 

a realizar las gestiones necesarias con el fin de regular y legalizar su 

permanencia en el país, para obtener un documento de identificación válido y 

así iniciar el proceso de afiliación al sistema general de salud. 

 

TERCERO: NOTIFICAR el contenido de esta decisión a las partes indicándoles 

que contra la misma procede el recurso de impugnación. 

 

CUARTO: ORDENAR la remisión del expediente ante la Corte Constitucional para 

su eventual revisión, sino fuere objeto de impugnación. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

LUIS FERNANDO GUTIÉRREZ GIRALDO 

JUEZ 

 


